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A  U  T  O 

================

ILMOS. SEÑORES
PRESIDENTE
Don  Jesús María Arias Juana
MAGISTRADOS
Don Javier Albar García.
Don Juan José Carbonero Redondo
-------------------------------

En Zaragoza, a 10 de octubre de 2020.

HECHOS

PRIMERO.- Se solicita con fecha de entrada en 8 de octubre de 
2020 por la Letrada de los servicios jurídicos del Gobierno de Aragón, la 
autorización para la adopción de las medidas establecidas en la Orden de 
7 de octubre de 2020 del Departamento de Sanidad por la que se adoptan 
medidas en materia de movilidad por razones de salud pública para la 
contención del rebrote de COVID-19 en el municipio de La Almunia de 
Doña Godina.
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Se aporta informe del Jefe del servicio de vigilancia en Salud 
Pública de la Dirección General de Salud Pública en el que se justifica que 
las medidas de limitación de movilidad geográfica están justificadas por el 
rebrote de casos y por la eficacia que ha tenido esta medida en otros 
municipios de nuestra Comunidad, como Andorra y Ejea de los Caballeros.

SEGUNDO.- Admitida la solicitud se dio traslado de la misma al 
Ministerio Fiscal para informe con el resultado que obra en Autos. 

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS

PRIMERO.- La Orden sujeta ahora a examen para autorización 
establece, a los efectos que nos ocupa, lo siguiente: 

“Tercero.-  

1. Se restringe la libre entrada y salida d residentes en el término 
municipal de La Almunia de Doña Godina a partir del día 
siguiente al de publicación de esta Orden. 

2.  No obstante lo anterior, se permitirán desplazamientos de 
personas  residentes o no en dicho término municipal, 
adecuadamente justificados, que se produzcan por alguno de los 
siguientes motivos: 

- Asistencia a centros, servicios y establecimientos sanitarios. 

- Cumplimiento de obligaciones laborales, profesionales o 
empresariales. 

- Retorno al lugar de residencia. 

- Asistencia y cuidado a mayores, menores, dependientes, personas 
con discapacidad o personas especialmente vulnerables. 

- Asistencia del alumnado a centros educativos de cualquier nivel y 
etapa de enseñanza. 
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- Por causa de fuerza mayor o situación de necesidad. 

- Cualquier otra actividad de análoga naturaleza. 

3.  También se permite la circulación por carreteras y viales que 
transcurran o atraviesen el término municipal afectado estará 
permitida, siempre y cuando tenga origen y destino fuera del 
mismo, así como la circulación dentro del municipio. 

Quinto.- Los servicios de inspección, las policías locales y las 
fuerzas y cuerpos  de seguridad del estado, en ejercicio de sus 
competencias y sin perjuicio del levantamiento de las actas o la 
formulación de denuncias que consideren procedentes , deberán adoptar 
las medidas especiales y cautelares necesarias para asegurar el 
cumplimiento de lo establecido en esta Orden.  En particular, podrán 
recabar  cualesquiera datos  que permitan comprobar  los motivos que 
justifican los desplazamientos excepcionales admisibles conforme a esta 
Orden.”.  

El período de tiempo de vigencia inicial es de 7 días. Es decir, desde 
las 00:00 horas del día siguiente a su publicación en el Boletín oficial de 
Aragón y tras la autorización, si procede de este Tribunal.

SEGUNDO.- El artículo 10.8 de la Ley Jurisdiccional, tras la 
modificación de dicha norma por la Disposición final segunda de la Ley 
3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para 
hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, 
atribuye a las Salas de lo Contencioso Administrativo de los Tribunales 
Superiores de Justicia la competencia para conocer de la autorización o 
ratificación judicial de las medidas adoptadas con arreglo a la legislación 
sanitaria que las autoridades sanitarias de ámbito distinto al estatal 
consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen la 
limitación o restricción de derechos fundamentales cuando sus 
destinatarios no estén identificados individualmente. 

Así pues, asumiendo como propio ahora nosotros el criterio seguido 
por otras Salas territoriales que nos han precedido en la aplicación de ese 
expediente procesal (es el caso, entre otros, del auto nº 115/2020 de 24 de 
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septiembre de 2020 de la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, sec. octava, P.O. 1070/2020), el 
alcance de la autorización solicitada por la Administración a la orden que 
examinamos, no puede referirse a un control de oportunidad de las 
medidas acordadas, sino que de lo que se trata es de comprobar que, 
efectivamente, las medidas adoptadas limitan o restringen derechos 
fundamentales de los ciudadanos y si la limitación, de haberla, tiene 
cobertura legal, es adoptada por Administración competente y con arreglo 
a correcta motivación a partir del debido juicio de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad de la medida o medidas adoptadas, que justifiquen en 
definitiva, la limitación o restricción del derecho o derechos fundamentales 
afectados.  

Pues bien, no ofrece lugar alguno a la duda que el contenido de la 
Orden sometida a nuestro examen ahora, limita, por las medidas que 
introduce, la libertad deambulatoria de todo ciudadano, sea residente o no 
en el término municipal de La Almunia de Doña Godina, cualquiera que sea 
su relación con el municipio, pues, efectivamente, los residentes en el 
mismo sólo van a poder salir del mismo, y los no residentes entrar en él, 
bien porque tengan que ir a trabajar, a la escuela o centro educativo en el 
que estén matriculados o por la asistencia o cuidado de mayores o 
dependientes, así como en situaciones de fuerza mayor o de necesidad.  Y 
en todo caso debe tratarse de motivo, dice la orden, adecuadamente 
justificado, pudiendo las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado 
(también las policías locales, dice) recabar  cualesquiera datos  que 
permitan comprobar  los motivos que justifican los desplazamientos 
excepcionales admisibles conforme a esta Orden.  

Los residentes en el término  municipal de La Almunia de Doña 
Godina sólo podrán salir del municipio para trabajar, asistir a clase, atender 
a mayores y dependientes o por causas de necesidad, todo ello 
debidamente justificado, que quedarán en su apreciación al criterio de los 
servicios de inspección, las policías locales y las fuerzas y cuerpos de 
seguridad del Estado.  Y del mismo modo, sólo será posible acudir a dicho 
municipio, por idénticos motivos.  Los vecinos de la citada localidad, 
pueden desplazarse sin cortapisas y con total libertad, pero dentro del 
municipio, recomendándose evitar desplazamientos innecesarios.  

La tal vez reiterativa descripción del significado de la limitación o 
restricción de movimientos a que somete a los vecinos del municipio la 
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Orden en cuestión, obedece, primero, a la conveniencia y oportunidad de 
poner de manifiesto la evidencia de la afectación del derecho reconocido 
como fundamental en el artículo 19 de la Constitución, si bien para ello a lo 
mejor no hace falta, pues cabe su apreciación ya en una primera lectura no 
necesariamente exhaustiva de la Orden.  

Pero quizás la oportunidad del énfasis en la explicación – o de la 
reiteración si se prefiere- se encuentre en la necesidad de poner de 
manifiesto la especial intensidad de la restricción que a la libertad 
deambulatoria de los ciudadanos -que no de la población cosa que parece 
olvidarse y descuida al propio legislador al establecer la distinción que se 
introduce entre medidas de limitación de derechos a personas identificadas 
o a grupos de personas no identificadas en los artículos 8.6 párrafo 
segundo y 10.8 de la LJCA- del término municipal afectado por la medida 
adoptada impone la Orden examinada.

A la par, conviene no perder de vista el significado y alcance de la 
limitación, cuando de la misma se desprende que es indiscriminada, de 
toda la población de manera indiferenciada, sobre la base de índices y 
datos estadísticos –abstractos- de afección de la enfermedad.  En 
definitiva, estamos ante la adopción de medidas limitativas de un derecho 
fundamental de titularidad individual, nunca colectiva, cuya justificación 
pretende encontrarse por la Administración en datos estadísticos de 
evolución mantenida entre las semanas 36 a 40 del presente año, datos de 
los que no es posible extraer indicio alguno de conexión que permita una 
justificación en el caso concreto de la limitación del derecho fundamental 
de una persona, que sí es concreta y cuya relación con la epidemia es 
desconocida, más allá de su vecindad en el núcleo de población afectado.  

TERCERO.-  Que nos encontramos ante una medida restrictiva, 
intensamente restrictiva cabe decir, de la libertad deambulatoria –artículo 
19 de la Constitución- de los ciudadanos –de todos, pero especialmente de 
los residentes en el municipio afectado- ha sido puesto de manifiesto.  

La cuestión clave, antes de aproximarnos siquiera al territorio del 
juicio de proporcionalidad, necesidad e idoneidad de la medida limitativa 
adoptada, es despejar si una restricción a gran escala de un derecho 
fundamental como la adoptada por la Administración tiene cobertura legal, 
es decir, si una Administración, cualquiera sin necesidad de distinguir entre 
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la del Estado o la de la Comunidad Autónoma, puede adoptar, en régimen 
ordinario, una medida de esta naturaleza, restrictiva, intensamente 
restrictiva tal y como se desprende del texto de la Orden analizada, de un 
derecho fundamental de una pluralidad indeterminada e indiferenciada de 
personas, concretamente de los 7.500 habitantes del municipio en 
cuestión.  En el fondo, es cuestión de analizar si la Administración 
autonómica, atendiendo a la normativa aplicable, puede adoptar medidas 
de cuarentena de la envergadura de la adoptada en la referida Orden. 

Evitaremos, por no ser necesario para despejar la incógnita, y 
porque tampoco aporta nada al debate litigioso, establecer comparaciones 
entre el contenido de la orden sometida a nuestra consideración, con el 
contenido de las limitaciones a la libre deambulación de los ciudadanos 
que se establecían en el Real Decreto 463/2020 por el que se declaró el 
Estado de Alarma.  No obstante es tentadora la imagen gráfica que ofrece 
la comparativa de la lectura de ambos textos –el artículo 7 del Real 
Decreto y la presente Orden-, de evidente similitud, y es inevitable, en ese 
contexto, recordar que ya expresamos en nuestra sentencia de 30 de abril 
de 2020, en autos de Procedimiento Especial de Protección de Derechos 
Fundamentales nº 112/2020, nuestras dudas –que eran bastante menos en 
el voto particular acompañado a la misma- sobre el ajuste del referido 
precepto a los límites previstos en el artículo 4 de la LOEAES y el mejor 
encaje entonces de lo decretado con un estado diferente al de alarma, de 
mayor intensidad.  Sea como fuere, tal cuestión no fue decisiva allí y 
tampoco tiene por qué serlo ahora, sin perjuicio de que, tal vez, vayamos 
haciendo alguna recurrente referencia tangencial a lacuestión.  

Pues bien, en primer lugar, es claro que en el juego de distribución 
de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, aquél 
tiene competencias en materia de “bases generales y coordinación general 
de la sanidad”, conforme a lo dispuesto en el artículo 149.1.16ª, y las 
Comunidades Autónomas cuentan con competencias en materia de 
“sanidad e higiene” tal y como se desprende de lo dispuesto en el artículo 
148.1.21º, ambos de la Constitución.  Y de la misma manera, las 
competencias de la Comunidad Autónoma de Aragón figuran en el artículo 
71.55º del Estatuto de Autonomía de Aragón, cuando dice que es 
competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma: “55.ª Sanidad y salud 
pública, en especial, la organización, el funcionamiento, la evaluación, la 
inspección y el control de centros, servicios y establecimientos sanitarios. 
La Comunidad Autónoma participará, de acuerdo con el Estado, en la 
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planificación y la coordinación estatal en lo relativo a sanidad y salud 
pública.”.  

Dicho lo anterior, integran la normativa española en materia de 
salud y sanidad públicas, concretamente aplicable a esta materia y a los 
efectos que nos ocupan, los artículos 26 y 28 de la Ley 14/1986, de 25 de 
abril, General de Sanidad, el artículo 54 de la Ley 33/2011,de 4 de octubre 
General de Salud Pública, así como los artículos 75.1 y 81 de la Ley 
5/2014, de 26 de junio, de Salud Pública de Aragón, así como el artículo 38 
de la Ley 6/2002, de 15 de abril, de Salud de Aragón. Particularmente 
importante, es, y por tal razón merece mención aparte y especial respecto 
de los anteriormente citados, el artículo 3 de la Ley Orgánica 3/1986, de 14 
de abril de Medidas especiales en materia de salud pública. 

Pues bien, para empezar, la Sala alberga dudas acerca de la 
aplicabilidad al presente supuesto de lo dispuesto en los artículos 26 y 28 
de la Ley 14/1986, a salvo de los principios que se contienen en el 
segundo de los citados.  Debe advertirse que dichos preceptos deben ser 
puestos en el contexto del capítulo V del Título I de la Ley, que en el 
artículo 24, delimita el marco o el objeto de la “Intervención pública en 
relación con la salud individual colectiva”, el cual se sitúa en las actividades 
públicas o privadas que puedan tener consecuencias negativas para la 
salud, el terreno y ámbito de actuación restrictiva de la Administración. 
Esto es, la causa de la afección perniciosa a la salud individual colectiva es 
una actividad desarrollada pública o privadamente.  No tiene por objeto 
atajar o combatir una enfermedad más o menos contagiosa, sino que tiene 
un fin distinto, que es evitar todo peligro para la salud proveniente de una 
actividad que pueda ser desarrollada, sea pública o privada, por un 
ciudadano.  El origen del perjuicio es una actividad concreta, no una 
enfermedad.  Ahí la enfermedad, la patología, el perjuicio para la salud, es 
la consecuencia de la actividad y por eso se interviene en el ejercicio de la 
actividad, y se interviene de una manera muy amplia, contemplando 
medidas que puedan afectar a personas, en determinados derechos 
fundamentales, a ser posible, eso sí, lo menos intensa posible en su 
libertad de circulación, en razón de su relación con la actividad 
desarrollada [artículo 28 d) de la Ley 14/1986, de 25 de abril).  

Por el contrario, aquí la causa es la enfermedad misma y lo que se 
combate es el vector o la causa de la transmisión, que no es otra que la 
convivencia o la socialización, siendo suficiente para alcanzar esa 
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conclusión una meramente superficial lectura de la exposición de motivos o 
preámbulo de la Orden sometida ahora a autorización.  

Más clara en cambio es la aplicabilidad de la Ley 33/2011, y, en 
desarrollo de la misma la Ley autonómica 5/2014.  No obstante, conviene 
tener en cuenta un dato importante, que a menudo pasa desapercibido, y 
es que el apartado 3, del artículo 54, establece como presupuesto de 
adopción de las medidas contenidas en los apartados precedentes, la 
audiencia de los interesados, lo cual permite concluir en la identificabilidad 
de los mismos.  Un interesado, por definición, es una persona concreta, 
con una determinada relación con el objeto de la medida adoptada.  Este 
dato es fundamental, porque nos encontramos en la presente Orden, es de 
recordar, ante la limitación a gran escala, indiscriminada, de la libertad 
deambulatoria de personas concretas, pero no identificadas, que no es lo 
mismo.    

CUARTO.- Llegamos así, al necesario y obligado examen del 
contenido del artículo 3 de la Ley Orgánica 3/1986, precepto en el que 
obligadamente hemos de buscar acomodo, si lo tiene, para la medida 
adoptada ahora en la Orden examinada, siquiera sea porque a él nos 
reconduce el artículo 54 de la Ley 33/2011, antes citada, como también  el 
artículo 77 de la Ley 5/2014, de 26 de junio, de Salud Pública de Aragón.  

Cabría plantear la cuestión relativa al alcance real de la limitación 
que se introduce en la Orden de Sanidad examinada, a la luz de la 
comparativa entre textos de los artículos 11 a) y 20 Uno y Dos, preceptos 
ambos de la Ley Orgánica 4/1981, reguladora de los Estados de Alarma, 
Excepción y Sitio.  Particularmente esclarecedora es la lectura del apartado 
Dos del artículo 20 del citado precepto, que regula, junto con los demás 
apartados, los supuestos de suspensión de la libertad deambulatoria de los 
ciudadanos, pues allí se dice que: “Igualmente podrá delimitar zonas de 
protección o seguridad y dictar las condiciones de permanencia en las 
mismas y prohibir en lugares determinados la presencia de persona que 
puedan dificultar la acción de la fuerza pública”.

En una primera lectura, tal vez la primera representación que nos 
aparezca sea la figura de una “cuarentena” de un grupo o población, 
fijados en un determinado punto o espacio geográfico.  Para advertir a 
continuación lo que nos dice el articulo 55.1 de la Constitución, cuando 
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viene a establecer que no caben supuestos de suspensión de derechos 
fundamentales, sino mediante estado de excepción o de sitio.  Como de la 
misma manera el artículo 23.3 de Ley de Seguridad Nacional, Ley 36/2015, 
admite en la gestión en régimen ordinario de una situación de interés para 
la seguridad nacional, la suspensión de derechos fundamentales o 
libertades públicas.  No obstante, esta línea de razonamiento también tiene 
sus sombras y no deja de ser discutible, razón por la que pese a ofrecer 
una imagen gráfica de las implicaciones de las medidas contenidas en la  
Orden en cuestión, tal vez haya de abandonarse ahora por otra tal vez 
menos dudosa, dentro de la escasa certidumbre que la materia ofrece.  

QUINTO.-  Pues bien, al comenzar, advertiremos que el derecho a 
la protección de la salud, aparece regulado en el artículo 43 de la C.e. 
como uno de los principios rectores de la política social y económica. Es 
reconocido el derecho a la protección de la salud, como compromiso y 
obligación que se impone al Estado, a las Administraciones, de proteger y 
tutelar la salud de los ciudadanos, con medidas preventivas, pero también 
con la correspondiente cobertura sanitaria, en definitiva, estableciendo un 
determinado sistema sanitario nacional.  No estamos ante el 
reconocimiento de un derecho fundamental a la salud, sino ante la 
asunción por imperativo constitucional por parte de las Administraciones, 
de la obligación de velar por la salud de los ciudadanos mediante la 
correspondiente política y cobertura sanitarias.  

Por el contrario, el artículo 19 de la Constitución, la libertad 
deambulatoria del ciudadano, sí alcanza rango de derecho fundamental. 
Derecho fundamental y el Constituyente lo define allí, sin perjuicio de que 
sea posible detectar o identificar en ciertos textos legales, un desarrollo 
ulterior más o menos puntual o parcial del mismo.  

Es lo que cabe decir que ocurre con la Ley Orgánica 3/1986, de 14 
de abril de medidas especiales en materia de salud pública. Efectivamente, 
es posible decir que dicho texto legal desarrolla negativamente, 
imponiendo límites a su ejercicio, el derecho fundamental contenido en el 
artículo 19 de la Constitución, al objeto de proteger la salud pública y 
prevenir su pérdida o deterioro, y, en el concreto supuesto del artículo 3, 
con el fin de controlar enfermedades transmisibles. Superado –hace ya 
tiempo- positivamente por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, el 
debate doctrinal relativo a si la limitación de un derecho fundamental entra 
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dentro del concepto de desarrollo y, por consiguiente, está sujeto o puede 
estarlo a reserva de Ley Orgánica, conforme a lo dispuesto en el artículo 
81.1 de la C.e. –SSTC 6/1982, 76/83, de 5 de agosto, 140/1986, de 11 de 
noviembre y 101/1991-, cabe concluir en que lo que está haciendo el 
artículo 3 de la citada norma orgánica es desarrollar negativamente el 
derecho fundamental ahora afectado a la libre circulación por territorio 
nacional de toda cualquier persona, imponiendo como límite negativo a esa 
libertad, la posibilidad de adopción, en casos de enfermedad transmisible y 
a los fines de su control, “las medidas oportunas para el control de los 
enfermos, de las personas que estén o hayan estado en contacto con los 
mismos y del medio ambiente inmediato, así como las que se consideren 
necesarias en caso de riesgo de carácter transmisible”.

La línea de razonamiento que seguimos lleva a la conclusión 
primera de que es obligación de los poderes públicos garantizar un sistema 
adecuado de protección de la salud del ciudadano, admitiendo el 
Legislador orgánico la delimitación negativa de la libertad deambulatoria 
del Ciudadano con el fin de facilitar la labor de las Administraciones en la 
tarea de proteger la salud pública en determinados supuestos y con un 
concreto y limitado alcance, que es, precisamente, y sólo ese, el contenido 
en la Ley Orgánica 3/1986.  Así, esta Ley es desarrollo de un derecho 
fundamental, solo que negativo, posibilitando que la Administración pueda 
adoptar ciertas medidas que suponen un concreto sacrificio del derecho 
afectado, en pos del cumplimiento del compromiso y deber que el artículo 
43 de la Constitución le impone.  

No pensamos por consiguiente que el debate estribe en términos de 
sacrificio de la libertad deambulatoria en pos de un derecho colectivo a la 
protección de la salud que sólo existe como obligación impuesta por la 
Constitución a los poderes públicos.  Debe descartarse por tanto que nos 
encontremos ante una ponderación de derechos fundamentales igualmente 
equivalentes en los que deba optarse por uno u otro.  El juicio de 
ponderación en este caso debe servir, no para elegir entre derechos 
equivalentes, pues no lo son, sino para hacer legítimo el sacrificio del único 
derecho fundamental que puede verse comprometido por el debido 
cumplimiento del deber y obligación de las Administraciones de velar por la 
salud pública.  

O dicho de otro modo, no es dable a las Administraciones pretender, 
para el debido cumplimiento de un deber que a ellas sólo incumbe, el 
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sacrificio del derecho fundamental afectado, sino sólo y exclusivamente en 
los supuestos expresamente determinados por la norma orgánica de 
desarrollo de ese derecho fundamental, lo cual sitúa la interpretación de los 
límites y alcance de las medidas invasivas que puede adoptar la 
Administración, cualquiera de ellas, en términos aún más estrictos si cabe.  

La Ley Orgánica 3/1986, no es sólo limitación de derecho 
fundamental, sino desarrollo del mismo, afectando tal limitación al 
contenido esencial de, en este caso, la libertad deambulatoria.  La 
importancia de la función de la reserva de Ley para la introducción de 
limitaciones en el ejercicio de derechos fundamentales –STC 76/2019, de 
22 de mayo-  se cualifica cuando hablamos en términos de desarrollo del 
derecho fundamental por el legislador orgánico, o, por mejor decir, el 
desarrollo de la Constitución en cuanto al contenido del derecho 
fundamental proclamado y más o menos delimitado por ella –STC 6/1982 
antes citada- .  

SEXTO.-  Lo anterior permite fijar nuestra posición a la hora de 
interpretar el artículo 3 de la Ley Orgánica 3/1986, en la tarea antes 
referida de intentar hallar acomodo en él para la medida impulsada por la 
Administración en la orden sometida a nuestro examen.  Una posición que 
necesariamente tiene que ser, atendido lo dicho, restrictiva y ajustada a la 
literalidad del precepto.  

Pues bien, el artículo 3, para empezar, habla del control de 
enfermedades transmisibles, no habla de acometer situaciones de crisis 
sanitaria, de epidemia, o de pandemia, término éste al que 
irremediablemente acudimos siempre para describir la dificilísima situación 
por la que atraviesa España, no sólo Aragón, en la cual tampoco se 
encuentra sola, pues alcanza dimensiones globales.  Baste para ello con la 
lectura de los informes de la OMS, de pública difusión, o los preámbulos de 
la batería de sucesivas Ordenes emitidas desde junio por las 
Administraciones autonómicas, o los preámbulos de las órdenes 
comunicadas del Ministerio de Sanidad emitidas desde el 14 de agosto del 
año corriente, o, simplemente, las noticias de difusión diaria en los medios.  
Para afrontar situaciones de crisis sanitaria el Ordenamiento jurídico 
español, cuenta con otros medios y herramientas jurídicas y normativas.  
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Habla –el citado precepto objeto ahora de interpretación- de la 
posibilidad de adopción de medidas preventivas generales, habla de 
medidas de control de enfermos y personas relacionadas con los mismos, 
y las precisas en caso de riesgo de carácter transmisible, sin que, de 
manera específica, como debiera, se haga referencia, tras aludir a medidas 
siempre relacionadas con personas concretas y determinadas, 
identificadas e identificables – enfermos y personas relacionadas con los 
mismos-, a medidas que impliquen privación a gran escala de la libertad 
deambulatoria de un grupo indiferenciado de personas, y mucho menos de 
una población entera.  En definitiva, la cuarentena de grupos 
indiferenciados, no identificados de población, que es de lo que se trata, no 
está específicamente regulada por nuestro Ordenamiento, fuera de un 
supuesto de crisis sanitaria, merecedora de la aplicación del denominado 
derecho de excepción en alguna de sus formas.  

El artículo 3 se está refiriendo siempre, como no puede ser de otro 
modo dado que nos encontramos ante un derecho fundamental por 
definición de titularidad individual y no colectiva, a personas concretas y 
determinadas, que presentan una clara relación o asociación con el agente 
causante de la intervención administrativa, esto es, la enfermedad.  Se 
habla de enfermos y personas que se han relacionado con ellos.  La 
cláusula abierta final, no salva el vacío existente cuando se pretende la 
restricción – intensísima debe decirse una vez más- que se impone a toda 
cualquier persona, no identificable sino por su sola pertenencia al término 
municipal en el que la incidencia de la enfermedad es mayor.  La medida 
que se adopta, se refiere a personas que viven en el mismo municipio, 
pero de las que se desconoce todo otro dato o relación con la enfermedad, 
las cuales son obligadas, a prevención, a someterse a determinadas 
condiciones de ejercicio –o de no ejercicio- de un derecho fundamental 
como es el comprometido ahora, en aras del cumplimiento de un deber de 
las Administraciones que es velar por nuestra salud.  

Es natural por todo ello que la interpretación del precepto deba ser 
restrictiva y la vigilancia judicial más exigente.  Más cuando los 
mecanismos procesales que permiten el control previo de la Orden son tan 
exiguos como los contemplados en la última reforma de la LJCA operada 
por la Ley 3/2020, sin prácticamente expediente administrativo, y con 
plazos brevísimos de resolución, pero esto es otro debate que, más allá de 
lo que ahora decimos, poco contribuye a la resolución de la presente 
controversia, de modo que bastará con que quede ahora dicho, aun 
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cuando la referencia sea obligada.  Más si cabe teniendo en cuenta, 
aunque sea volver sobre nuestros pasos en el razonamiento que 
seguimos, las semejanzas de esta medida con alguna de las adoptadas en 
régimen excepcional de alarma y que dicho régimen excepcional 
contemple como contrapoder o mecanismo de control, no el judicial, como 
es el caso, sino el parlamentario.   

Igualmente llamativo, dicho sea de paso, es el alcance de la reforma 
procesal, al distinguir entre medidas sanitarias que afecten a personas 
identificadas y a grupos no identificados, como criterio de competencia 
entre órganos jurisdiccionales, en abierta interpretación de la Ley Orgánica 
3/1986, de carácter sustantivo, y mayor rango, que ha de sumarse a lo 
anteriormente razonado en torno al significado de la propia Ley Orgánica 
en relación con el desarrollo del derecho fundamental a la libre circulación 
por territorio nacional.  Bastará aquí dejar el apunte del problema de fondo 
que no es difícil entrever, y que arroja más sombra todavía si cabe a la 
reforma, como forzada interpretación de un texto sustantivo que más 
hubiera valido que hubiera sido reformado a la par, para decir algo para lo 
que un texto procesal tal vez no sea suficiente y no sea la mejor 
herramienta normativa.  

Aun cuando no debamos seguir ya el hilo apuntado, sí debemos 
reparar en refuerzo del razonamiento principal, esto es, el relativo a que el 
artículo 3 de la Ley Orgánica 3/1986 no ampara limitaciones o restricciones 
–o quasi suspensiones- de derechos fundamentales a gran escala o de 
grupos no identificados de personas, en que, es lo cierto que, hasta la 
fecha de la reforma procesal –es de reiterar su carácter-, la Ley Orgánica 
3/1986 formaba un todo armónico con el artículo 8.6 párrafo segundo de la 
LJCA, igual que sucede con la interpretación que arrojan los artículos 77 y 
81 de la Ley autonómica 5/2014, de Salud Pública de Aragón, o como 
ocurre, por mencionar algún ejemplo, con el artículo 48 de la Ley 10/2010, 
de 27 de septiembre, de Salud Pública y Seguridad Alimentaria de Castilla 
y León.  

En todo momento, siempre, se ha entendido, y así se ha 
interpretado uno y otro precepto, que las medidas de control de 
enfermedades transmisibles adoptables por la Administración eran 
medidas sobre personas concretas y determinadas, por su relación directa 
o indirecta con la enfermedad, pero en ningún caso con el territorio o 
núcleo de población afectado.  
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Como consecuencia de la reforma procesal operada por la Ley 
3/2020, dicha armonía quiebra, efectuando una interpretación del artículo 3 
de la Ley Orgánica 3/1986 cuya fácil deducción es, cuando menos, 
cuestionable, que opera en realidad como modificación normativa de 
norma sustantiva y de desarrollo de un derecho fundamental, razón ésta 
por la que tiene rango de orgánica. 

SÉPTIMO.-  En definitiva, y por todo lo anterior, la Sala no puede 
considerar que la medida adoptada tiene encaje en el artículo 3 de la Ley 
Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de suerte que cabe concluir en que carece 
de cobertura legal, siendo ya innecesario proseguir con el examen de los 
presupuestos que al inicio de la fundamentación jurídica de esta resolución 
subrayábamos, no sin apuntar que, es igualmente dudoso y por lo mismo 
que ninguna Administración pueda adoptar la medida que ahora es 
pretendida por la Consejería de Sanidad, ni siquiera el Estado, se entiende 
en régimen ordinario, y sin perjuicio del encaje que en el derecho de 
excepción deba tener por razón de la descripción concreta de la medida 
adoptada, cuestión ésta también apuntada pero que, más allá del apunte, 
queda obligadamente fuera del debate.  

No estamos diciendo que la gravedad de la crisis no pueda justificar, 
siquiera sea en abstracto, la adopción de esta u otra medida igualmente 
grave, como tampoco tenemos motivos para cuestionar, objetivamente, la 
oportunidad o incluso la necesidad de la medida en un momento dado –ya 
hemos dicho que el nuestro no es un examen de oportunidad-, sino que lo 
que decimos es que no entendemos que tal medida tenga acomodo en el 
régimen normativo ordinario de sanidad y salud públicas al día de hoy.  

Lo que decimos es que es muy cuestionable que la misma entre 
dentro de la frase final del artículo 3 de la Ley Orgánica de medidas 
especiales en materia de salud pública cuando se refiere como cláusula 
abierta –de siempre peligroso uso cuando del desarrollo de un derecho 
fundamental se trata- a “las que se consideren necesarias en caso de 
riesgo de carácter transmisible”.  

Y esa seria duda obliga a descartar la cobertura legal de la medida 
pretendida, como consecuencia del obligado criterio restrictivo de 
interpretación que la Sala debe seguir por las consideraciones ya dichas, al 
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entender insuficiente la diferenciación introducida por un mero texto 
procesal en interpretación normativa de una norma de desarrollo de un 
derecho fundamental, y por tanto de rango superior.  

Por todo lo cual,

PARTE DISPOSITIVA

LA SALA ACUERDA NO AUTORIZAR la medida de restricción de 
la libertad deambulatoria en el término municipal de La Almunia de Doña 
Godina (Zaragoza) para la contención del rebrote de COVID-19, 
contenidas en la Orden de la Consejería de Sanidad del Gobierno de 
Aragón de 7 de octubre de 2020.  
 

Esta resolución no es firme y contra ella cabe interponer 
RECURSO DE REPOSICIÓN, ante este Órgano Judicial en el plazo de 
CINCO DÍAS.

Así lo acuerdan, mandan y firman los Iltmos. Sres. 
Magistrados indicados en el encabezamiento. Doy fe.
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